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ENCUADRE



Autonomía y autosuficiencia son sinónimos. Empero, sus contenidos no compaginan de modo 
pleno. La autonomía implica gobierno propio y control sobre las condiciones que garan�zan 
nuestra con�nuidad, tanto en el espacio como en el �empo. La autosuficiencia se centra en el 
abastecimiento exclusivo por parte de nosotros mismos de lo necesario para nuestra permanencia.

El ejercicio de la autonomía equivale a lo que conocemos como proceso organiza�vo. La Ley 89 de 
1890 dicta que debe haber cabildo donde haya una comunidad indígena. La legalidad del gobierno 
propio se funda en este mandato. La transferencia de soberanía que el Estado colombiano efectúa 
en beneficio de los pueblos originarios asentados en su territorio se jus�fica desde ahí. Es de esta 
manera que se les concede la potestad de administrar la oferta ins�tucional que les compete en 
materia de salud y educación, por decir lo mínimo.

Este proceso dio lugar a una centralización que se concretó en ciudades supeditadas a una frontera 
de colonización agrícola y pecuaria que se solidificó y profundizó con el �empo. Esta dinámica vio 
nacer una ciudadanía cada vez más reconocida en sus derechos y menos protegida de la miseria 
que este modelo de desarrollo insufla.

Cabe hacer historia. En Colombia, hubo intentos de industrialización en la primera mitad del siglo 
XIX, que no contaron con condiciones que les aseguraran su afianzamiento y expansión. En 
consecuencia, el país se insertó en el mercado mundial en calidad de exportador de materias 
primas y productos primarios. Esta tendencia se mantuvo a la par de guerras civiles y 
amo�namientos, lo que originó un Estado subsidiario de rentas, amnis�as y armis�cios, un modus 
operandi que se estabilizó hacia la década de 1890 y se consolidó en el Frente Nacional, en 1958. 
Este año marcó el fin de una crisis de hegemonía y el principio de una dictadura civil compar�da.

He aquí el ambiente en el que el proceso organiza�vo se recrea, tanto en el Atrato Medio como en el 
resto de An�oquia. Los retos que gobernadores locales y mayores enfrentan se circunscriben a 
asuntos locales, nacionales e internacionales, exacerbados en la actualidad por una globalización 
que produce desarraigo creciente. ¿Son conscientes del contexto donde se desenvuelven? ¿Su 
capacidad da para sa�sfacer solicitudes y sacar adelante inicia�vas que vayan más allá de instancias 
municipales y departamentales?

El encabezado de esta ley estableció el perímetro de su aplicación. En él se lee: “Para los salvajes y 
semisalvajes que se vayan reduciendo a la vida civil”.

El gobierno nacional presente consideró en su plan de desarrollo los acuerdos de paz suscritos 
entre el Estado colombiano y las FARC-EP en La Habana, en noviembre de 2016. No obstante, no 

Este bole�n es posible gracias a fondos de la Unión Europea, los cuales son aportados por el Grupo 
Intercultural Almáciga, en el marco del proyecto “Fortalecimiento de las capacidades de 
organizaciones indígenas de Colombia y Paraguay para la defensa y protección de los derechos 
colec�vos de los pueblos que representan, en especial los derechos sobre sus �erras, territorios y 
medio ambiente”, iden�ficado con el número de contrato EIDHR/2018/400-409.
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des�nó recursos para su implementación. En su lugar, se dio a la tarea de posicionar lo que 
denomina “paz con legalidad”, que es programa que se limita a la incorporación a la vida civil de 
quienes se habían alzado en armas. No es casual que el conflicto armado interno se haya reavivado: 
las causas de la guerra quedaron sin ser intervenidas una vez más.

Esta asamblea fue sucedida por dos asambleas más, una celebrada en abril y otra en mayo. En 
ambas se efectuaron análisis de contexto y mapas de actores y se redactaron hacia su término 
cartas abiertas dirigidas a la opinión pública nacional e internacional, en las cuales se daba cuenta 
del estado en el que las comunidades indígenas se encontraban y de la precariedad e insuficiencia 
de la respuesta ins�tucional respec�va.

El personero de Murindó instauró acción de tutela en pro de la población indígena de este 
municipio tan pronto tuvo lugar su vic�mización por parte del ELN. El Tribunal Superior de 
An�oquia negó el amparo solicitado, calificándolo de improcedente. Alegó que no convenía tanto 
una acción de tutela como una acción popular. Este fallo fue revocado por la Corte Suprema de 
Jus�cia el 19 de mayo de este año. Esta corporación le ordenó al presidente de la república formular 
en plazo no superior a dos meses calendario la elaboración de un “plan ar�culado y conjunto” que 
garan�zara a los embera eyábida de los resguardos indígenas de Río Murindó y Río Chageradó “la 
movilidad en su territorio y el goce cierto y efec�vo de sus derechos cons�tucionales 

El control territorial está precedido por el control social. El 2 de febrero de este año este grupo 
armado ilegal puso a circular por whatsapp un audio en el que decretaba un confinamiento que 
empezaba a las 12PM y acarreaba pena de muerte para sus infractores. Adver�a que había 
instalado minas an�persona en caminos reales, embarcaderos y cul�vos. 

Esta vulneración de derechos humanos suscitó una respuesta que se construyó sobre la marcha 
tanto por parte de las comunidades indígenas como por parte de la ins�tucionalidad competente. 
El proyecto favoreció y orientó la celebración de asambleas municipales donde los gobernadores 
locales se dispusieron para realizar análisis de contexto y mapas de actores, propicios frente a la 
iden�ficación de sus opciones y la determinación de su margen de maniobra.

En la primera de estas asambleas redactamos la declaratoria de emergencia humanitaria de la 
población indígena de Murindó y una carta abierta que el ELN esperaba, donde deseaba que sus 
víc�mas manifestaran colec�vamente si permanecían en el territorio o se desplazaban 
masivamente hacia el casco urbano del municipio.

Este recrudecimiento de la violencia se ha vivido especialmente en Murindó. Grupos post-
desmovilización que se recompusieron a par�r de 2009 en el Bajo Cauca confluyeron en la zona con 
disidentes de las ex FARC-EP, los cuales formaron parte en su momento de sus frentes 5 y 34 y se 
reclaman hoy por hoy como integrantes del ELN.

Este bole�n presenta en su parte inicial la declaratoria de emergencia humanitaria mencionada y 
las tres cartas abiertas redactadas.
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fundamentales de manera permanente”. 

Esta orden fue emi�da hace cinco meses. Hay minas an�persona que el ejército nacional no ha 
despejado, en especial en Coredó y Turriquitadó Alto, el confinamiento con�núa, los señalamientos 
se incrementan y el plan mandado no ha visto la luz.

Hay accidentes e incidentes asociados a la ac�vación de minas an�persona. En los accidentes se 
sufren mu�laciones y se llega a perder la vida. Los incidentes son eventos donde la detonación de 
los artefactos explosivos no obra lesión. Unos y otros pueden ser situados en el espacio y en el 
�empo.

Accidentes e incidentes fueron ubicados espacialmente en el marco del proyecto en aras de 
mostrar sus concentraciones y distribución. Este geoposicionamiento incluyó accidentes e 
incidentes en municipios de Carmen del Darién e Ituango. La instalación de minas an�persona ha 
acontecido donde las tensiones entre AGC y ELN son más intensas. Por tanto, estos artefactos 
explosivos están presentes donde el conflicto armado interno ha escalado.

Accidentes e incidentes rela�vos a minas an�persona se relacionaron con corredores de movilidad, 
resguardos indígenas y �tulos y solicitudes mineras. Esta información se encuadró tomando en 
consideración tres áreas: Urabá sur y occidente de An�oquia, noroccidente colombiano y norte de 
Colombia. Se obtuvo de esta manera una visión tres veces panorámica.

Este año han acaecido en Murindó tres accidentes, en uno de cuyos casos hubo una víc�ma fatal: 
una mujer madre de 5 hijos. En Dabeiba se han registrado tres, uno de los cuales acarreó el 
fallecimiento de un hombre. En Vigía del Fuerte, se tuvo no�cia de un campo minado hacia el norte 
del resguardo indígena de Jarapetó, establecido por el ELN. Obtuvimos esta información a par�r de 
una serie de recorridos que fueron llevados a cabo con la finalidad de tomar coordenadas 
geográficas estratégicas para el conocimiento del territorio.

Este bole�n reproduce íntegramente la ponencia del magistrado Iván Mauricio Lenis Gómez, 
donde se acoge la impugnación tramitada por el personero de Murindó. El documento �ene un 
valor polí�co, histórico y didác�co. Representa una suerte de línea base ú�l en la evaluación del 
desempeño propio y la per�nencia y oportunidad de la respuesta ins�tucional en materia 
humanitaria. Llama la atención sobre la urgencia de organizarse en términos preven�vos y de 
protección y sobre el riesgo mayúsculo de hacerlo únicamente en procura de ser asis�dos, máxime 
en virtud de una violación masiva de derechos humanos por causa de conflicto armado interno.

Este bole�n enseña esta colección de mapas hacia el final. Su interpretación puede estar sujeta a 
maniqueísmo.

En efecto, se puede pensar que la violencia está ahí para vaciar territorios que se des�narán a una 
explotación minera desenfrenada. Esta narra�va debe ser ma�zada. El uso de suelo en Colombia 
supone la tala de selvas que se levantan sobre un suelo que se termina des�nando a la siembra de 
pastos para cría de ganado de engorde o vacuno o para el establecimiento de monocul�vos 
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Es donde la miseria abunda que los grupos armados legales e ilegales pelechan. La guerra es una 
cor�na de humo que impide que la administración del país propicie la realización de vidas plenas. 
Su consumación exige chivos expiatorios coincidentes con subversivos, que se corresponden sin 
embargo y la mayoría de las veces con ciudadanos del común. Nuestra inserción en el mercado 
mundial en calidad de exportadores de materias primas y productos primarios se conjuga con la 
violencia polí�ca dando nacimiento a una violencia estructural que es refractaria a toda 
transformación social. En el conflicto armado interno, 80% de las víc�mas fatales son civiles.

Es tras la consolidación de la oficialidad que las vic�mizaciones contra la población colombiana 
alcanzan techos estratosféricos. A este fin, la delincuencia común se instrumentaliza. Esto equivale 
a condición a par�r de la cual el modelo de desarrollo se materializa. Sucedió en la violencia de 
mediados de siglo XX con chulavitas y pájaros y en la violencia de finales de milenio con las AUC 
(Autodefensas Unidas de Colombia). En el caso que nos atañe, ¿esta instrumentalización se 
materializó ya? No sobra recordar que los grupos armados ilegales cuentan con una economía que 
les garan�za una emancipación rela�va. ¿Su instrumentalización cómo se materializará? ¿Se 
materializará?

h�ps://web.facebook.com/oiacolombia/posts/4297151826998028?_rdc=1&_rdr

Este bole�n remata en un colofón. Concordamos con Jesús Abad Colorado, con quien Wilfer 
Sánchez nos contactó, que a las víc�mas se les debe res�tuir su dignidad. Esto es lo que 
pretendemos con los dos relatos que damos a conocer, el primero de los cuales retrata a Remilda 
Benítez, mientras el segundo se ocupa de Diego Bailarín.

Declaratoria de emergencia humanitaria de la población indígena de Murindó y cartas abiertas 
redactadas de marzo a mayo fueron compar�das en redes sociales. Esta vorágine se documenta 
igualmente en video bau�zado “drua wandra”, de 30 minutos de duración, que puede ser 
encontrado tanto en el Facebook Oficial de la OIA como en YouTube:

diversos, desde banano y caña de azúcar hasta palma africana y coca. Estas �erras se valorizan 
dependiendo de su proximidad a vías nacionales, departamentales o terciarias. Este proceder se 
facilita por un catastro deficiente y un sistema tributario que se descarga menos sobre propietarios 
de extensiones vastas de �erra que sobre consumidores.

El proyecto patrocinó dos asambleas municipales más, que fueron celebradas en julio y agosto del 
año en curso. El trabajo previo condujo a la posibilidad de una declaratoria de las comunidades 
indígenas como comunidades de paz y a una actualización de la parte del reglamento interno zonal 
relacionada con la incorporación de civiles en los grupos armados ilegales. La convergencia de estos 
dos empeños perfiló una estrategia de control territorial que podría ser acogida por el resto de la 
población indígena de An�oquia. Se trata de guardar el principio de dis�nción como comunidades 
de paz y excluir a los comba�entes desde los reglamentos internos locales y zonales. Entretanto, se 
tendría que promover un acuerdo humanitario global. A este respecto, resaltamos el avance de la  
OIA, que se viene dando en compañía de Álvaro Jiménez Millán, director general de la Campaña 
Colombiana contra las Minas (CCCM). 
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Se sugiere que el contenido presentado a con�nuación se sopese a la luz de esta estrategia de 
control territorial y de la necesidad que urge de forjar localmente las alterna�vas que el Estado 
colombiano no produce en lo económico. De lo contrario, la autonomía no pasará de ser una 
transferencia de soberanía, cuya asunción socavará cada vez más las condiciones materiales de 
existencia propias.
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RECRIMINACIONES



Se nos escrituraron lotes vastos de los que se esperaba que obtuviéramos lo necesario para 
subsis�r, lo que significa carne de monte y peces, materiales de construcción, matas de maíz y 
plátano, árboles frutales y plantas medicinales. 

De 2019 a la fecha han venido instalando cada vez más minas an�persona en las inmediaciones de 
nuestras comunidades y sus caminos. En los cul�vos y en nuestros embarcaderos. Evitamos que 
nuestros niños vayan a la escuela temerosos de que ac�ven un artefacto explosivo y sus vidas se 
vean truncadas. No habría prótesis que reemplazara sus extremidades en caso de que las 
perdieran.

No estamos en riesgo. Nos condenaron a muerte. Son dos los resguardos indígenas en que 
habitamos en el municipio de Murindó. Las tensiones entre grupos armados ilegales nos �enen 
entre la espada y la pared. Sus negocios no son los nuestros. El Estado que se ha afianzado en 
Colombia nos abre principalmente estas oportunidades. Sí. No hay duda. Quisiéramos estar 
gozando de otras.

 

Reímos. Soñamos. Es una alegría cuidar a nuestros hijos y verlos crecer y conver�rse en hombres y 
mujeres de bien, que nos asistan en el trabajo de mantener lo que nos sustenta.

Estamos hechos del suelo que pisamos. Nos encontramos compenetrados con el planeta. Su 
corazón palpita en nuestros pechos. Su sangre corre por nuestras venas. Somos �erra viviente.

Este año sus transgresiones se recrudecieron. A comienzos de febrero, el ELN difundió un audio 
donde se nos obligaba a permanecer en nuestras casas, bajo pena de muerte. Su disposición fue 
antecedida por las minas an�persona que instalaron por doquier. Plinio, de 12 años, perdió hace 
poco su pierna derecha, después de pisar una. En nuestras 11 comunidades nos amenazan 

Aislarse fue la opción que acogimos hasta ahora en nuestra insistencia por vivir a nuestra manera. 
Buscaríamos zonas nuevas en nuestro intento por permanecer como nos reconocemos: ligeros de 
vergüenzas y de ropas. Pero no hay ya territorios vírgenes que nos reciban. Pesamos tanto como 
una hoja seca llevada por el viento.

Hemos empezado a integrar sus listas, que crecen a medida que se expanden y la gravedad de sus 
acciones aumenta. Nos incluyen ahí por desobedecer sus disposiciones, que restringen nuestra 
movilidad en territorios que nos pertenecen. No somos sus anfitriones y se volvieron nuestros 
huéspedes. Irrumpieron por la puerta principal de nuestras viviendas. No pidieron permiso y no los 
invitamos a pasar. Se tomaron atribuciones que no les hemos concedido.

DECLARATORIA DE EMERGENCIA HUMANITARIA

EMBERAS EYÁBIDA DE MURINDÓ

RESGUARDOS INDÍGENAS DE RÍO MURINDÓ Y RÍO CHAGERADÓ
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De esta reunión, el ELN espera que tomemos una determinación. Nos sitúa frente a una disyun�va. 
Que sigamos transcurriendo bajo sus condiciones o que nos desplacemos masivamente. Ninguna 
es mejor. Por otra parte, ellos y AGC anuncian que nos u�lizarán como escudo toda vez que el 
Ejército Nacional cobre presencia en el lugar.

Las autoridades indígenas de Murindó, reunidas en asamblea en la sede del Cabildo Mayor los días 
20, 21 y 22 de marzo del presente, hemos acordado, en virtud de los retos que nos desa�an 
internamente y de la situación de orden público que nos aqueja:

PRIMERO. Exigimos que la seguridad de la población indígena del municipio de Murindó sea 
garan�zada, lo que implica que el Ejército Nacional desaloje de nuestros territorios a los grupos 
armados ilegales que nos están vulnerando.

hundiendo las bocas de sus fusiles en nuestras caras y sus señalamientos abundan.

La ins�tucionalidad encargada de la atención de víc�mas de conflicto armado interno tardó cinco 
semanas en hacer la entrega de los mercados que cons�tuyen lo que llaman ayuda humanitaria. En 
un comienzo, el Ejército Nacional se comprome�ó a transportarlos. No obstante, su distribución 
fue efectuada por el Consejo Noruego de Refugiados.

SEGUNDO. Exigimos que el desminado iniciado por el Ejército Nacional en el Resguardo Indígena 
de Río Murindó un mes atrás, que se efectuará también en el de Río Chageradó, culmine a la mayor 
de las brevedades. Deberá seguir siendo realizado en Río Murindó, pero debe ser llevado a cabo ya 
en Turriquitadó Alto.

En la asamblea que nos convoca las restricciones que pesan sobre nuestra integridad �sica fueron 
pasadas por alto. Los mercados que nos entregaron no bastan. Duraron tres días. Las minas 
an�persona siguen donde fueron instaladas. 

En el Resguardo Indígena de Río Murindó, en las comunidades de Bachidubi, Chimiadó, Coredó e 
Isla, ha habido desplazamientos internos precipitados por sus operaciones criminales. En el de Río 
Chageradó, la comunidad de Turriquitadó Alto fue desplazada por completo. Se halla en este 
momento en Turriquitadó Llano, hacinada y hacinando. En todos los casos fueron dejados atrás 
casas construidas con esfuerzo familiar y otras por las que se pagaron varios millones de pesos, 
además de cul�vos, semovientes, cerdos, perros y gallinas. ¿Quién responde por la suerte de estas 
pertenencias? 

TERCERO. Exigimos que las zonas desminadas permanezcan libres de minas an�persona, lo que es 
posible en la medida en que en nuestras comunidades se asegure la presencia ins�tucional 
correspondiente.

CUARTO. Exigimos el retorno inmediato de todos los comuneros a las zonas de las que fueron 
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SEXTO. Exigimos que la Unidad Nacional de Protección tramite en nuestro nombre medidas de 
protección colec�va y que la Procuraduría General de la Nación ac�ve el Comité Departamental de 
Jus�cia Transicional, con el propósito de que el municipio de Murindó sea provisto con los recursos 
que son requeridos en la atención de la emergencia humanitaria por la que estamos atravesando. 

SÉPTIMO. Instamos a la Organización de las Naciones Unidas, en especial a su oficina de Derechos 
Humanos, y a la Cruz Roja Internacional, para que orienten, garan�cen y acompañen de comienzo a 
fin este proceso de res�tución de nuestra dignidad y condiciones materiales de existencia, en el que 
la ins�tucionalidad nacional deberá par�cipar, contribuyendo con una disposición favorable y 
recursos que viabilicen la reparación integral que necesitamos y su mantenimiento en el �empo.

desplazados, tanto en el Resguardo Indígena de Río Murindó como en el de Río Chageradó, donde 
la comunidad de Turriquitadó Alto sufrió un éxodo total y se encuentra hacinada y hacinando. Este 
retorno implica un desminado previo y la reposición de todo lo que se haya perdido, desde 
construcciones y animales hasta cul�vos y cosechas.  

QUINTO. Exigimos que una brigada de salud de cuenta del estado en que se halla toda la población 
indígena del municipio de Murindó, dando prioridad a las comunidades que han recibido 
desplazados en Río Murindó y principalmente en Río Chageradó, donde su hacinamiento es mayor. 
Sus resultados deben ser presentados antes de que su retorno se realice.

Municipio de Murindó

Lunes, 22 de marzo de 2021

Resguardos Indígenas de Río Murindó y Río Chageradó

Comunidades de Bachidubi, Chimiadó, Coredó, Isla, Guagua, Ñarangue, Chibugadó, Chageradó, 
Turriquitadó Llano, Turriquitadó Bajo y Turriquitadó Alto

OCTAVO. Exigimos que el Estado colombiano no se manifieste más en nuestros territorios a par�r 
de oportunidades afectas a la guerra, por las cuales nuestra juventud termina en filas de los grupos 
armados ilegales que arremeten en nuestra contra. A este fin, ha de dejar de insertarse en el 
mercado mundial como exportador de materias primas y productos primarios y desarrollarse por 
fin internamente, que es lo único que puede frenar el desarraigo a que nos ha expuesto. ¡No a la 
minería! ¡No a los monocul�vos lícitos e ilícitos!
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ASAMBLEA MUNICIPAL
EMBERAS EYÁBIDA DEL MUNICIPIO DE MURINDÓ

AL EJÉRCITO DE LIBERACIÓN NACIONAL (ELN)

En sus bastones se materializa un jai. Que es una fuerza.

Los jais viven en casas. En cuyo suelo siembran sus ombligos y de las cuales salen para asegurar sus 
subsistencias. Cazan, pescan, siembran maíz y plátano, cuidan árboles frutales y plantas 
medicinales. Socolan antes de sembrar.

RESGUARDOS INDÍGENAS DE RÍO MURINDÓ Y RÍO CHAGERADÓ
CARTA ABIERTA

Nos cuidan alguaciles y guardias indígenas. Sus armas son bastones de mando. No fusiles. Los 
alguaciles se ocupan del orden público en nuestros caseríos. Los guardias indígenas, del control 
territorial de nuestros resguardos.

En nuestro mundo los jais pulsan en todas las cosas. El sol puede hacer su trabajo porque en su seno 
se aloja una potencia que despide la luz y el calor que nos cobija y nos alienta. Las serpientes no 
reptan a voluntad. El corazón no palpita por capricho.

Los jais salen tras el encuentro de una casa nueva cuando pierden la suya. Quedan privados del 
techo de sus viviendas si se tala la selva, las veces que las dragas remueven la �erra de las riberas de 
los ríos y en las ocasiones donde los en�erros de los an�guos son saqueados y dejados abiertos. Se 
dan a la vagancia en los casos donde nos extralimitamos y nos terminamos ofendiendo. Es mejor 
prevenir sus males. No conviene abrir huecos que no estemos en capacidad de cerrar.

Hay condiciones que están bajo nuestro poder y hay las que se nos escapan de las manos. Que son 
muchas. El control es la mayor de todas las ilusiones que nos poseen.

Nuestros alguaciles y guardias indígenas seguirán haciendo su trabajo, a pesar de los fusiles con los 
que ustedes nos amedrentan y la instalación de minas que vienen adelantando en nuestro 
detrimento, en nombre de una liberación nacional que es de dudar. Como si el mundo nos 
necesitara amputados. Cuando no muertos.

La unión es saludable. Nuestros jóvenes no estarían en sus filas si hiciéramos bien nuestro trabajo y 
fueran otras las condiciones que el Estado hubiera abierto. A favor de ustedes, de nosotros y del 
resto de la ciudadanía colombiana. Pero son las que vienen siendo desde el comienzo de nuestra 
historia republicana. Serían otras si el ordenamiento jurídico vigente respondiera menos al exterior 
que al interior, para lo que el país tendría que dejar de ser insertado en el mercado mundial como 
exportador de materias primas y productos primarios. Entretanto, tratamos de mantener nuestra 
casa en pie. Lo que es un trabajo tanto más di�cil de estar amenazados de muerte y ser 
resquebrajados organiza�vamente.

15



Nuestra casa �ene una capacidad. Somos los que estamos. No cabemos más. Nuestra historia es la 
de nuestro desplazamiento constante, desde hace 500 años. En nuestros territorios están 
enterrados nuestros ombligos y no hay territorios nuevos a los que podamos migrar una vez más. 
Somos los árboles y las palmeras que el viento mece en nuestras comunidades y en sus alrededores. 
Estamos arraigados a la �erra que nos sustenta.

No nos vulneren más. Encuentren abrigo bajo un techo diferente.

Municipio de Murindó

Resguardos indígenas de Río Murindó y Río Chageradó
Comunidades de Bachidubi, Chimiadó, Coredó, Isla, Guagua, Ñarangue, Chibugadó, Chageradó, 

Turriquitadó Llano, Turriquitadó Bajo y Turriquitadó Alto

Lunes, 22 de marzo de 2021
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A LA OPINIÓN PÚBLICA NACIONAL E INTERNACIONAL

Es ruin el país que en Colombia se ha construido y se man�ene. No se trata de guerra. El conflicto 
armado interno equivale a una narra�va funcional a la dominación que reina. No hay en el territorio 
nacional adversarios que busquen el exterminio recíproco. Propenden acaso por su neutralización. 
Todos persiguen el control de una esfera propia. Son delincuentes que dicen obrar en nuestro 
beneficio.

RESGUARDOS INDÍGENAS DE RÍO MURINDÓ Y RÍO CHAGERADÓ

En Bachidubi, nos recogimos en dos puntos. Nuestras casas están abandonadas. Nuestros animales 
y nuestras �erras también. En una vivienda se acomodan hasta tres familias. Hay hacinamiento. La 
salud de nuestros ancianos flaquea paula�namente.

En un principio, hubo quienes salieron a cazar e infringieron sus disposiciones. Amenazaron con 
amarrar y abandonar en el monte a los que los desobedeciéramos. Lo mismo hacían cuando se 
reunían en nuestras comunidades y bebían hasta embriagarse. No es crueldad. Es el ejercicio de la 
inequidad que su preservación precisa, cualquiera que sea la pe�ción de principios que pregonen. 

El ELN se ensañó con Bachidubi. Dicen que van a re�rar sus disposi�vos en el momento en que los 
militares aparezcan. Sus palabras no son dignas de crédito, así como tampoco el que estén 
luchando por nuestra libertad. No recorremos los caminos temerosos de sufrir mu�lación. 
Transitamos por el río y alcanzamos desde ahí los cul�vos más próximos, las veces que nos dan 
permiso para cosechar plátano. Que es cada ocho días. 

ASAMBLEA MUNICIPAL

Han sido enterrados artefactos explosivos de Guagua a Bachidubi. Su número aumenta a medida 
que el curso del río Murindó se remonta. Guagua está primero. Isla, después. Bachidubi, Chimiadó y 
Coredó son las comunidades más lejanas. 

El desminado que requerimos camina a paso menos que lento y el ELN sigue instalando minas 
an�persona. El Ejército Nacional lo inició en las comunidades más cercanas a la cabecera urbana. 
Lleva dos meses en el área y de 20 disposi�vos iden�ficados en Isla son todavía cuatro los que faltan 
por desenterrar.

Procedíamos a placer y nos �enen constreñidos. ¿Liberación nacional? Sería posible si su amplitud 
exis�era.

El genocidio con�núa. El extremo de la degradación es ser víc�mas. Venimos verificando una 
ac�tud indolente. Creímos que nuestra condición suscitaría compasión. La atención que 
merecemos no se nos está brindando con la pron�tud debida.

EMBERAS EYABIDA DEL MUNICIPIO DE MURINDÓ

CARTA ABIERTA
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En Chimiadó, nos recogimos en uno. Y pasa igual. Los caminos los evitamos. Vamos de un lado a otro 
por el río. Nadie se está ocupando de nuestras casas, animales y �erras. El ELN nos cercó. Instaló a 
nuestro alrededor sus aparatos mor�feros. Nos estrangulan, limitando nuestras posibilidades. No 
habría paz en caso de que lograran sus fines. Cosechamos plátano los días que nos lo permiten. Se 
sufre hacinamiento. Hay quienes levantaron cambuches y los techos de sus casas improvisadas son 
plás�cos. Duermen en el suelo.

En Coredó y en general, el ELN ha amenazado con matar a las mujeres que han tenido amoríos con 
hombres de otros grupos y a las que están embarazadas. Prometen reclutar a los jóvenes que vean 
sin oficio. Todo se de�ene tan pronto se presentan. No se puede entrar ni salir. Se paran desafiantes. 
Nos gritan en la cara que el poder está en manos del que �ene el fusil. Miran con desprecio a 
nuestras autoridades y los bastones de mando de nuestros guardias indígenas. Sin embargo, no 
enfrentan a militares ni paramilitares. No necesitamos de universidad ninguna que cer�fique 
nuestro conocimiento para saber que vulnerar a los más vulnerados de todos los colombianos no es 
valen�a.

En estas tres comunidades estamos resis�endo, pero nuestra salud se deteriora. La asistencia 
alimentaria que nos entregaron hace un mes duró una semana. Se trató de mercados consumidos 
más rápido por unos que por otros. Deberían ser proporcionales a las familias, muchas de las cuales 
�enen muchos miembros. El constreñimiento que estamos padeciendo ha impedido que 
cul�vemos en la época conveniente, que está terminando, y �ene lugar una vez en el año. Algunos 
de nuestros ancianos se han tenido que desplazar hasta la cabecera urbana del municipio debido a 
su debilidad. La educación de nuestros hijos se ha visto interrumpida.

Nos estamos preguntando cuándo será el retorno de la comunidad de Turriquitadó Alto, que está 
hacinada en Turriquitadó Llano. Su regreso depende de un desminado que no se ha emprendido 
aún en la cuenca alta del río Chageradó. Entretanto, los recién llegados jornalean con el propósito 
de comprar el plátano que cosechaban en sus �erras. De dueños han pasado a esclavos. Parte de 
esta comunidad se alojó en la escuela de Turriquitadó Llano, lo que ha alterado el desarrollo de las 
ac�vidades escolares locales.

Las listas llevadas por el ELN y los paramilitares apostados en Chageradó han crecido. Ambos grupos 
armados dicen que estamos en sus contabilidades macabras. El ELN subraya que no nos sacarán de 
modo alguno. Los paramilitares apuntan que no tendrán en cuenta a los que han incluido si los 
gobernadores locales asumen su responsabilidad en materia de control, aunque no permiten que 
realicemos nuestra autonomía. Queremos erradicar la coca de que depende su empresa delic�va. 
Anuncian que nos extorsionarán de todos los modos posibles de ser acogida esta decisión colec�va, 
gravando lo que sea que produzcamos. Unos y otros advierten que podremos vender en nuestras 
�endas solamente refrescos y aguardiente. No comida.

El Estado está cómodo en su silla. Legisla hundido en un espaldar, que es acogedor y placentero. 
Ex�ende los pies. Es diestro y asép�co. Da órdenes empuñando en su mano derecha un control 
remoto. No se implica. Si bien usar guantes de goma cons�tuiría un escrúpulo excesivo. Mira 
impasible. Un arrebato lo despeinaría. No conoce la alegría de servir. Ex�ende su brazo y pulsa 
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teclas apuntando hacia un televisor del tamaño de una pared. Pasa los canales uno a uno, sin 
sobresaltarse por los horrores que desencadena. Sus compromisos se han reducido a prac�car el 
arte de la ausencia y dosificar su letalidad. Nos prodiga su ayuda tan pronto nos reduce a la 
condición de víc�mas. Su misericordia es más lesiva mientras mayor sea su desprendimiento. Su 
reparación está preñada de letargo y precariedad. 

Municipio de Murindó
Sábado, 17 de abril, 2021

Resguardos indígenas de Río Murindó y Río Chageradó
Comunidades de Bachidubi, Chimiadó, Coredó, Isla, Guagua, Ñarangue, Chibugadó,

Chageradó, Turriquitadó Llano, Turriquitadó Bajo y Turriquitadó Alto
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ASAMBLEA MUNICIPAL

A LA OPINIÓN PÚBLICA NACIONAL E INTERNACIONAL

Nos alientan a seguir hablando nuestras lenguas y con�nuar luciendo nuestras prendas de ves�r, 
además de la pintura con que engalanamos nuestras caras, en las ocasiones en que lo hacemos. Sus 
gestos son de admiración cuando pronunciamos las palabras que ar�culamos en los momentos 
donde nos encontramos, reímos y nos abrazamos.  

A este fin, juran seguridades diversas. Expiden leyes que desarrollan a nivel nacional, 
departamental y municipal, ú�les a los funcionarios que contratan, de las que estos úl�mos se �an 
para obrar en nuestro beneficio. 

CARTA ABIERTA

EMBERAS EYABIDA DEL MUNICIPIO DE MURINDÓ

El desminado no basta, aún si se efectúa completamente. El desa�o es mantener desminado lo que 
se desmine. Lo cual es posible en la medida en que la ins�tucionalidad cobre presencia permanente 
en nuestras comunidades y los grupos armados ilegales salgan de nuestros territorios.

Los militares desminaron ya parte considerable de las comunidades del resguardo de Río Murindó 
donde el ELN instaló sus artefactos explosivos. Pasaron de largo por Coredó. Esperábamos que 
celebraran allí la reunión precedente a su inicio de labores. No lo hicieron. Se  concentraron en el 
desminado de los caminos principales. Señalan incluso las partes en las cuales descansan las minas 
an�persona que no se animaron a despejar. En Bachidubi terminarán en breve. De Río Murindó se 
trasladarán a Río Chageradó. Se enfocarán allá en Turriquitadó Alto. 

El desminado hecho hasta ahora se agradece. Hay que subrayar también que la restricción a la 

En Murindó, la violación de nuestros derechos humanos no cesa. Los grupos armados legales e 
ilegales siguen trasegando por nuestros territorios. En unos casos según su conveniencia. En la 
mayoría, sin el otorgamiento de nuestro permiso.

Empero, las condiciones bajo las cuales nos reproducimos están bajo su dominio. Echan abajo los 
bosques donde moramos en nombre de un progreso que conviene a la Nación. Nos expulsan hacia 
sus ciudades directa o indirectamente y de manera precipitada o lenta. Nos hemos de endeudar ahí 
como todo el resto, para asegurar nuestra integridad �sica y permanecer en el mundo de 
conformidad con nuestros criterios. Nos conver�mos en mano de obra barata des�nada a la 
fabricación de sus mercancías, que les compramos en efec�vo y nos venden asimismo a crédito. Su 
negocio es la alienación.

RESGUARDOS INDÍGENAS DE RÍO MURINDÓ Y RÍO CHAGERADÓ

Quieren que seamos siempre como somos. Desean que el viento siga meciendo nuestros cabellos, 
que son las hojas de los árboles que nos rodean. Dan por sentado que nuestro alimento nos lo 
con�nuarán proveyendo las cosechas selvá�cas estacionales, en las �erras altas y en las bajas. 
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Resguardos indígenas de Río Murindó y Río Chageradó 

Sin duda. El desminado ha aligerado nuestro confinamiento y es mo�vo de alegría por lo mismo, 
pero la presión que sufrimos en lo �sico y en lo mental dejó su huella. Así las cosas, precisamos 
determinar qué perdimos y ser restablecidos integralmente, lo que implica una evaluación de 
nuestras viviendas, cul�vos y animales domés�cos.

Las profesiones de fe que se dirigen en pro de nuestro bienestar no dejarán de ser promesas, a 
menos que la administración del país cambie. El desarrollo que se propugna desde arriba está 
apalancado en la sustracción de materias primas encaminadas a necesidades del extranjero. Este 
saqueo proporciona regalías que asoman de manera �mida por entre los programas oficiales que 
se nos ofrecen. He aquí la dinámica conducente a la ciudadanía mendicante a que nos han 
restringido.

Hablan de igualdad e izan banderas de respeto. Describen arcadias y paraísos, que son parajes 
donde las mieles de todas las clases fluyen y no hay lugar para el sufrimiento. Nuestra autonomía 
está supeditada a su misericordia.

Municipio de Murindó 

movilidad impuesta por el ELN no se ha levantado. De modo que con�nuamos amenazados de 
muerte.

Es impera�vo llevar a cabo una misión médica en Isla, Bachidubi, Chimiadó, Coredó y Turriquitadó 
Alto, que son las comunidades del municipio en las que el ELN instaló sus artefactos explosivos. En 
estos si�os, urge saber el estado de salud en que nos encontramos. 

Se habla de una entrega próxima de mercados por parte de la Unidad de Víc�mas, que será menor 
esta vez. Suponemos que su disminución se debe a nuestro regreso a una normalidad de la que no 
disfrutamos todavía.

Nuestra sociedad sería diferente si la captura de rentas no imperara. Queda clara la razón por la que 
los gobiernos de turno tratan de posicionar reformas tributarias regresivas y la razón por la cual los 
grupos armados ilegales son los que abren en su mayoría las oportunidades laborales que 
aprovechamos: quienes acumulan �erras en Colombia descargan sobre hombros de los 
consumidores sus compromisos en la consolidación de una economía justa, sustentable y 
sostenible. No se han organizado para la generación de riqueza. Prefirieron posicionar la guerra.

Miércoles, 26 de mayo, 2021 

Comunidades de Bachidubi, Chimiadó, Coredó, Isla, Guagua, Ñarangue, Chibugadó, 
Chageradó, Turriquitadó Llano, Turriquitadó Bajo y Turriquitadó Alto
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MANDATO



 

SCLAJPT-11

 

V.00

 

 

IVÁN MAURICIO LENIS GóMEZ

 

Magistrado ponente

 

 

STL6497-2021

 

 

Radicación n.° 93013
 

Acta 18 

 
Bogotá, D. C., diecinueve (19) de

 
mayo de dos mil 

veintiuno
 

(2021).
 

 La Corte decide la impugnación que el PERSONERO 

MUNICIPAL DE MURINDó (ANTIOQUIA), en calidad de 

agente ocioso de los PUEBLOS INDÍGENAS EMBERÁ 

EYÁBIDA DE LOS RESGUARDOS RÍO MURINDó y RÍO 

CHAGERADó DEL MUNICIPIO DE MURINDó , interpuso

 

contra el fallo que la Sala Laboral del Tribunal Superior de 

Antioquia prorió el 12 de abril de 2021, en el trámite de la 

acción de tutela que el recurrente promovió contra el 

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,

 

el MINISTERIO DE 

DEFENSA,

 

el EJÉRCITO NACIONAL,

 

el MINISTERIO DEL 

INTERIOR,

 

la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA 

LA ATENCIóN Y REPARACIóN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS, la OFICINA DEL ALTO COMISIONADO PARA 

LA PAZ,

 

la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIóN ,

 

el 
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MINISTERIO DE EDUCACIóN NACIONAL , el MINISTERIO 

DE

 

TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIóN Y LAS 

COMUNICACIONES,

 

el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR,

 

la GOBERNACIóN DE ANTIOQUIA 

y la ALCALDÍA DE MURINDó –

 

ANTIOQUIA. 

 

 

I.

 

ANTECEDENTES

 

 

El

 

personero municipal de Murindó (Antioquia)

 

interpuso

 

acción de tutela para lograr la protección de los 

derechos fundamentales a la vida, salud, dignidad humana, 

integridad territorial y gobierno propio de
 

los pueblos 

indígenas Emberá Eyábida de los Resguardos Río Murindó y 

Río Chageradó del municipio de Murindó-  Antioquia.   

 
Para respaldar su solicitud, señaló que

 
el municipio de 

Murindó está ubicado en el Urabá antioqueño. Agregó que su 

población es pluriétnica y está integrada así: 47% 

afrodescendientes, 42% indígenas y «el restante corresponde 

a población

 

mestiza y blanca».

 

 

Indicó que la comunidad indígena pertenece al pueblo 

Emberá Eyábida y está distribuida en dos resguardos: el del 

Río Murindó y el del Río Chageradó. 

 

 

Explicó que

 

según el censo más reciente, estas 

comunidades integran 2.267 personas, quienes habitan 

territorios selváticos y obtienen su sustento de actividades de 

caza y recolección. 
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Manifestó que en el territorio en comento 

históricamente se han presentado acciones armadas por 

parte de grupos paramilitares y guerrilleros. En ese sentido, 

indicó que en la actualidad el Clan del Golfo -GAO-

 

y el 

Ejército de Liberación Nacional –ELN-

 

«libran una guerra 

desde hace cerca de dos años para hacerse con el control del 

territorio de los municipios de Frontino, Dabeiba, Murindó etc., 

por su importancia estratégica para la producción y transporte 

de estupefacientes».

 

 

Informó que el conicto armado en cuestión ha 

ocasionado una escalada de violencia y una grave crisis 

humanitaria en los Resguardos Río Murindó y Río 

Chageradó, dado que sus habitantes han sido víctimas de 

desplazamiento forzado, connamiento e instalación de 

minas antipersonas.

 

 
Precisó que con ocasión de tales hechos victimizantes, 

la Defensoría del Pueblo ha emitido dos alertas tempranas y 

ha requerido al Ministerio del Interior para que proteja a la 

población que habita los resguardos; no obstante, ni el 

gobierno nacional ni el municipal han desempeñado acciones 

efectivas y permanentes para tal n. 

 

 

Aseveró que el 2 de febrero de 2021 los hechos de 

violencia incrementaron, debido a

 

que los habitantes de los 

resguardos aludidos recibieron un «audio de WhatsApp» y 

escritos en los que integrantes del ELN y del Clan del Golfo 

los amenazaron y les indicaron que «deben desplazarse de 
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sus territorios so pena de instalar minas antipersonales en los 

caminos, ríos y cultivos de plátano».

 

Agregó que el 6 de febrero de 2021 tales amenazas se 

hicieron efectivas, en tanto se instalaron minas 

antipersonales en la comunidad Bachidubí del Resguardo 

Río Murindó, a escasos 30 metros de distancia de las 

viviendas que se ubican allí, por tanto, «su población está 

confinada»

 

y en este momento carece de medios para 

subsistir y disfrutar sus derechos fundamentales mínimos, 

tales como la alimentación, la educación, la libre locomoción, 

entre otros.
 

 

Armó que dicha situación se ha mantenido y el 28 de 

febrero de 2021 un menor de 12 años «resultó herido, a quien 

producto de las heridas en su pie derecho le tuvo que ser 

amputado»; además, las esquirlas expulsadas por la 

detonación de la mina

 

ocasionaron heridas a otras dos 

personas.

 

 
Rerió que a pesar de los hechos aludidos y de los 

informes de riesgo que

 

ha envidado desde

 

la Personería de 

Murindó

 

al gobierno nacional, al departamental y al 

municipal, aún no existe una «intervención eficaz que 

garantice la seguridad física y alimentaria de esta población; 

así como su salud física y emocional».

 

Argumentó que la grave situación de orden público, 

sumada a la ausencia del Estado en el territorio, han 
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generado la vulneración sistemática de los derechos 

fundamentales de sus habitantes. 

 

 

Conforme lo anterior, requirió que se protejan tales 

garantías

 

fundamentales

 

y que se ordene: 

 

 

(i)

 

Al Presidente de la República y al Alto 

Comisionado para la Paz que agilicen el trámite de 

desminado y realicen campañas de educación 

sobre el riesgo de las minas antipersona. 

 

 

(ii)
  

Al Ministerio de Defensa que realice operaciones 

«permanentes y efectivas»  de control territorial 

contra las organizaciones al margen de la ley que 

operan en los Resguardos Río Murindó y Río 

Chageradó. 
 

 (iii)

 

Al Ministerio del Interior que elabore «rutas de 

atención de emergencias» para atender los casos de 

violaciones a los derechos

 

humanos y al derecho 

internacional humanitario. 

 

 

(iv)

 

Al Ministerio de

 

Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones que instale redes de 

comunicación y antenas de internet que permitan 

la conectividad de los habitantes de los resguardos 

en cita. 

(v) A la Gobernación de Antioquia y a la Alcaldía de 

Murindó que

 

gestionen un plan retorno de las 
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familias indígenas desplazadas y les garanticen 

ayuda humanitaria, alimentación, alojamiento, 

atención en salud y psicosocial. Asimismo, que 

actualicen el censo y formulen proyectos agrícolas 

que permitan la seguridad alimentaria en los 

resguardos. 

 

 

(vi)

 

A la Unidad Administrativa Especial para la 

Atención y Reparación a las Víctimas que brinde 

colaboración oportuna para la entrega de la 

asistencia humanitaria y que implemente 

estrategias distintas a las llamadas telefónicas 

para «la medición de carencia de la población 

indígena víctima del conflicto armado en Murindó».  

 
(vii)

  
A la Unidad Nacional de Protección que otorgue 

medidas de protección colectivas a los habitantes 

de los resguardos Río Murindó y Río Chageradó.

 

 
(viii)

 

Al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que 

adopte medidas para prevenir el reclutamiento 

forzado de niñas, niños y adolescentes de las 

comunidades en mención.

 

 

(ix)

 

Al Ejército Nacional que

 

realice la búsqueda y la 

operación rescate de las familias desplazadas. 

Asimismo, verique si ha habido atentados contra 

su integridad personal. 
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II.

 

TRÁMITE Y DECISIóN DE INSTANCIA

 

La

 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Antioquia 

admitió la acción de tutela a través de auto de 23 de marzo 

de 2021. Asimismo, corrió traslado a las entidades 

convocadas para que ejercieran su defensa

 

(f.° 147 a 148).

 

 

En el lapso en comento, el coordinador del grupo 

jurídico regional Antioquia del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar

 

manifestó que en este caso no se 

conguran los presupuestos de «inminencia, gravedad y 

urgencia». Agregó que el accionante tiene otro mecanismo 

para solicitar la protección de los habitantes de Murindó y 

requirió que el instrumento de amparo constitucional se 

declare improcedente
 

(f.° 266 a 271).
  

 

 

El comandante de Policía de Urabá armó

 

que «desde 

hace tiempo se ha venido trabajando mancomunadamente con 

las autoridades administrativas en la problemática de la 

región».

 

Así, señaló que el 2 de marzo se celebró un Consejo 

de Seguridad para analizar: (i) el desplazamiento de la 

comunidad indígena;

 

(ii) el ultimátum de desalojo que 

recibieron los resguardos;

 

(iii)

 

el caso de un menor de edad 

víctima de minas antipersona, y (iv) «la retención» de 4 

indígenas. 

 

 

Agregó que se han presentado denuncias sobre tales 

hechos y que el 7 de marzo de 2021 el gobernador de 

Antioquia y el Ministerio Público se reunieron con el líder de 

atención a las víctimas para analizar la situación de orden 
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público entre el Clan del Golfo y el Ejército de Liberación 

Nacional. 

 

 

Por último, indicó que las fuerzas militares no han sido 

negligentes respecto a la situación que afecta al municipio de 

Murindó y requirió que la tutela se declare improcedente

 

(f.° 

298).

  

 

La asesora jurídica de la Unidad de Protección Nacional

 

señaló que

 

esta entidad no puede adoptar medidas de 

protección colectiva de manera discrecional, aislada y 

autónoma, pues es necesario que el Comité de Evaluación de 

Riesgo y Recomendación de Medidas de Protección Colectiva 

–CERREM COLECTIVO- requiere tal asistencia.  

 
Explicó que los funcionarios que integran dicho comité 

son:

 

(i) el director de derechos humanos del Ministerio del 

Interior; (ii) el consejero presidencial para los derechos 

humanos;

 

(iii) el director de la Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, y (iv) el director de 

protección y servicios especiales de la Policía Nacional. 

 

 

Adujo que en la actualidad no hay una solicitud formal 

del CERREM COLECTIVO para la implementación de 

medidas de protección colectivas sobre los pueblos Emberá 

Eyábida de los resguardos Río Murindó y Río Chageradó, por 

tanto, la entidad que representa no ha incurrido en la 

vulneración de garantías superiores que se invoca

 

(f.° 318 a 

330).
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El coordinador del grupo interno de trabajo de procesos 

judiciales y extrajudiciales de la dirección jurídica del 

Ministerio de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones armó que ha instalado cuatro centros 

digitales en Murindó y que

 

no ha vulnerado las prerrogativas 

que se invocan. Por consiguiente, requirió su desvinculación 

del trámite preferente

 

(f.° 339 a 342).

 

 

El director de seguridad pública e infraestructura del 

Ministerio de Defensa Nacional armó que las operaciones de 

desminado
 

son obligación de la Ocina del Alto Comisionado 

para la Paz. Agregó que este funcionario ya «surtió el proceso 

de priorización del municipio de Murindó» para tales nes y le 

«asignó expediente municipal» a tal asunto  (f.° 364 a 369).  

 
La directora de derechos humanos de la Gobernación 

de Antioquia manifestó que el 27 de agosto de 2020 

estructuró el «plan de respuesta rápida» para las 

comunidades de Murindó, Dabeiba, Frontino y Urrao. 

 

 

Señaló que en ese plan la entidad se comprometió a 

realizar (i) jornadas de emergencia, (ii) brigadas de salud, (iii) 

proyectos agrícolas y de seguridad alimentaria, (iv)

 

mejoramientos de infraestructura educativa, (v) 

fortalecimiento de la guardia indígena. Agregó que la 

Gobernación realizó la gestión ante la Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que 

suministre paquetes alimentarios y kits de atención primaria 

en salud a los habitantes de Murindó.
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Informó

 

que «se realizó

 

la producción de material 

pedagógico de educación en riesgo de minas en lengua 

Embera y se entregó a 11 comunidades indígenas de 

Murindó».

 

 

Por último, indicó que el 6 de marzo de 2021 el 

gobernador de Antioquia realizó una visita al municipio de 

Murindó

 

para «constatar la situación de seguridad»

 

(f.°

 

371 a 

376).

 

 

El jefe de la Ocina Jurídica de la Unidad Para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas manifestó que 

desde el año 2020 la entidad ha articulado el mayor número 

de estrategias posibles para atender a la población indígena 

de Murindó y ha entregado ayudas a los resguardos Río 

Murindó y Río Chageradó. 

 

 

 

Agregó que es cierto que en la actualidad se presenta 

una situación de orden público

 

delicada en la zona, sin 

embargo, «la entidad mantiene su compromiso con el 

seguimiento y acompañamiento de esas comunidades».

 

 

 

Por otra parte, aportó copia del informe de atención de 

emergencias y recomendaciones que la entidad ha enviado a 

las diferentes entidades administrativas que tienen 

incidencia en el manejo de orden público en el municipio de 

Murindó

 

(f.° 386 a 390).

  

 

Luego de surtirse el trámite en referencia, mediante 

sentencia de 12 de abril de 2021 la Sala Laboral del Tribunal 
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Superior de Antioquia negó por improcedente el amparo 

constitucional reclamado, pues consideró que los derechos 

invocados son colectivos, por tanto, su protección debe 

requerirse a través de la acción popular y no por medio de la 

tutela
 

(f.° 590 a 610).
  

 
III. IMPUGNACIóN  

 
Inconforme

 
con la decisión del

 
a quo constitucional, el 

personero municipal de Murindó

 

la impugnó y solicitó su 

revocatoria. Para respaldar su disenso, insistió en sus 

planteamientos iniciales y señaló que: 

 

 

La acción popular es de naturaleza preventiva, sin embargo, en 
este caso concreto los habitantes de los resguardos Río Murindó y 
Río Chageradó se encuentran ante tal situación de emergencia e 
inminencia que deben convivir con el riesgo de pisar una MAP, ser 
asesinados por grupos armados organizados, sometidos a 
reclutamiento forzado, amenazas, delitos contra la libertad e 
integridad sexual, confinamiento, entre otras conductas 
atentatorias de derechos ius fundamentales. 

 

 

 

Por otra parte, informó que la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas ya inició la entrega de 25,7 toneladas de alimentos; 

 

sin embargo, adujo que aún no hay un programa que 

garantice la entrega periódica de tales insumos a la 

población. Asimismo, explicó que algunas

 

familias han 

recibido ollas, calderos, platos, cucharas y demás utensilios 

de cocina necesarios (f.° 614 a 632).
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IV.

 

CONSIDERACIONES

 

El artículo 86 de la Constitución Política y los decretos 

que reglamentaron su ejercicio establecen que la acción de 

tutela es el mecanismo idóneo para que toda persona reclame 

la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, siempre que sean

 

lesionados o amenazados 

por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o 

de los particulares en los casos expresamente previstos por 

la ley.

 

 

En el presente asunto, el personero del municipio de 

Murindó (Antioquia) promueve la tutela en calidad de agente 

ocioso de los pueblos indígenas Emberá Eyábida de los 

Resguardos Río Murindó y Río Chageradó, pues estima que 

las autoridades convocadas no los han protegido en debida 

forma y

 

que

 

tal omisión ha implicado que

 

sean víctima de 

vulneración de derechos fundamentales en sus territorios. 

   

 
Por tanto, a efectos de establecer si ocurrió la 

vulneración que se alega, la Corte analizará los siguientes 

aspectos:

 

(1) el principio de subsidiariedad y la procedencia 

de la tutela en este caso; (2) la obligación general que tiene el 

Estado de garantizar el goce de los derechos fundamentales 

a los ciudadanos;

 

(3) la aplicación de tal obligación en el 

contexto especíco de los grupos indígenas,

 

y (4) el caso 

concreto. 
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1.

 

El principio de subsidiariedad y la procedencia de la 

tutela en este caso. 

 

 

La acción de tutela es residual o subsidiaria, por tanto, 

no es procedente cuando existen otras vías o procedimientos 

ordinarios preferentes para lograr el restablecimiento de las 

garantías superiores que se estiman vulneradas. 

 

 

Este principio que rige la acción de amparo 

constitucional está previsto en el artículo 6.° del

 

Decreto 

2591 de 1991
 

que señala que: «la accioń de tutela no 

procederá
 

[...] cuando existan otros recursos o medios de 

defensa judiciales, salvo que aqueĺla se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable».  

 
La Corte constitucional ha señalado que el requisito en 

comento se debe analizar de manera particular cuando se 

invoca la protección de los derechos de comunidades 

indígenas, en tanto se trata de sujetos de especial protección 

constitucional que tienen un acceso más restringido a los 

mecanismos ordinarios que usualmente se consideran 

preferentes para el restablecimiento de tales prerrogativas. 

Así lo señaló la Corte Constitucional en sentencia CC T-530-

2016: 

 

 

Acorde con la jurisprudencia sentada por la Corte, la acción de 
tutela es un instrumento de defensa judicial cuyos elementos 
definitorios son, a saber: el de la subsidiaridad y el de la 
residualidad cuyo

 

telos

 

es obtener el amparo inmediato de los 
derechos constitucionales fundamentales cuando quiera que 
estos resulten quebrantados o amenazados por la acción u 
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omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los 
casos expresamente establecidos por la ley.

Estos elementos característicos se traducen en que solo es 
procedente supletivamente, es decir, cuando no existan otros 
instrumentos de defensa a los que se pueda acudir, o cuando 
existiendo, se presente para evitar la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable. En relación con este aspecto, el artículo 86 de la 
Constitucioń Política señala expresamente que: “esta accioń  solo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 
transitorio para

 

evitar un perjuicio irremediable”.

 
  

Ha advertido la Corporación que la acción de tutela, en términos 
generales, no puede ser utilizada como un medio judicial 
alternativo, adicional o complementario de los fijados en el 
ordenamiento para la defensa de los

 

derechos, pues con ella no 
se busca sustituir los procesos especiales u ordinarios y, menos 
aún, desconocer los mecanismos dispuestos en tales tipos de 
acciones para controvertir las decisiones que se adopten.

 
  

La subsidiariedad en materia de amparo se fundamenta y 
justifica, en la imperiosa necesidad de mantener  el orden regular 
de competencias atribuido a las distintas autoridades 
jurisdiccionales. Con ello se pretende esencialmente garantizar el 
principio de seguridad jurídica. No es la acción de amparo el 
único medio previsto por el legislador para la defensa de los 
derechos fundamentales, toda vez que existen otros medios 
ordinarios, cuya especialidad permite, de manera preferente, 
lograr su protección. Por ello, los conflictos jurídicos que versan 
sobre la vulneración de derechos fundamentales, en principio, 
deben ser decididos a través de las diferentes vías ordinarias de 
defensa determinadas en la ley para tal efecto y, solo ante la 
inexistencia, ineficacia o falta de idoneidad de tales mecanismos 
o

 

para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta 
procedente acudir a la acción de tutela.

 
  

Ahora bien, debe precisarse que la definición de la idoneidad o 
eficacia de otros caminos judiciales, es del resorte del juez de 
tutela. Para ello, deberá atender la situación particular y concreta 
del promotor del amparo, puesto que una lectura restrictiva de lo 
mandado por la Carta, conllevaría la vulneración de derechos 
fundamentales, si con el uso de dichos medios no es posible 
lograr la protección. Valorada de modo general la acción de 
tutela, se refiere la Sala a su procedibilidad para la protección de 
los derechos fundamentales de las colectivos indígenas.

 

La jurisprudencia ha señalado que corresponde al Estado 
Colombiano dar un trato preferencial a las comunidades 
indígenas en virtud del imperativo contenido en el artículo 7 de la 
Carta Política y en el Convenio

 

No.

 

169 de la OIT “sobre pueblos 
indígenas y tribales en países independientes”, aprobado por 
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Colombia mediante la Ley 21 de 1991. En desarrollo de lo 
anterior, se han reconocido como prerrogativas específicas de 
dichas comunidades, entre otras, (i) la facultad de establecer 
autoridades judiciales propias; (ii) el derecho a recibir etno-
educación y (iii) servicios especiales de salud.

 

Ha precisado la 
Corporacioń  que “se esta ́ frente a una categoría de sujetos de 
especial protección constitucional dada la existencia de una 
cultura mayoritaria que amenaza la preservación de la cultura y 
prácticas ancestrales de los pueblos indígenas, su percepción 
sobre el desarrollo y la economía, su singular forma de ver la vida 
y de relacionarse con su entorno y el grave impacto que ha tenido 
el conflicto armado sobre sus territorios.”[18]

 
  

Es por ello que la Corte ha proferido órdenes específicas 
orientadas a remediar, por ejemplo, los efectos nocivos causados 
por el desplazamiento forzado de estas comunidades o 
tendientes a garantizar su derecho a la consulta previa e 
informada y promover la adopción de medidas necesarias para 
la obtención de tierras adecuadas para preservar sus tradiciones 
y desarrollar su proyecto de vida. Tal función de garante de la 
integridad de los pueblos tribales en cabeza del Estado 
Colombiano, no se agota con la ejecución de políticas 
encaminadas a atenuar el impacto que el conflicto armado ha 
generado sobre el modelo de vida de los colectivos indígenas, 
dado que también debe promover la plena efectividad de sus 
derechos sociales, económicos y culturales, respetando su 
identidad social y cultural, sus costumbres, tradiciones e 
instituciones. El logro de tal cometido, impone el acceso a 
mecanismos expeditos que permitan a las comunidades 
aborígenes reclamar en sede judicial una protección oportuna y 
eficaz.

 
  

Tales circunstancias han conducido a la Corporación a examinar 
los requisitos formales de procedibilidad de las acciones 
promovidas para amparar derechos fundamentales de 
comunidades indígenas, atendiendo a dos situaciones: la 
primera, la especial condición de vulnerabilidad de quienes 
reclaman el amparo y, la segunda, la función que cumple el 
mecanismo de tutela en la protección inmediata de los derechos 
fundamentales, dado su trámite preferente y sumario. Se ha 
constatado que el acceso y la efectividad de los mecanismos 
judiciales ordinarios suele ser más restringido y menos eficaz 
para los sujetos en condiciones de vulnerabilidad; por ello se ha 
reivindicado la acción de tutela como el mecanismo judicial 
idóneo para proteger los derechos fundamentales de dichas 
minorías étnicas. Todo ello sumado al papel que desempeña la 
consulta previa, como “herramienta para involucrar a las 
comunidades indígenas en las decisiones que pueden incidir 
sobre su identidad”[19], se constituyen en razones suficientes 
para estimar como relevante y adecuada el mecanismo de 
amparo.
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En el presente asunto, se advierte que el personero 

municipal de Murindó (Antioquia) acude a la acción de tutela 

para lograr la protección de derechos fundamentales de los 

pueblos indígenas que representa, en tanto aduce que la 

vida, la integridad física, la alimentación y la libre locomoción 

de los ancianos, adultos y niños que integran dichas 

comunidades están en grave peligro. 

 

 

Por tanto, la Sala considera que el Tribunal de 

Antioquia se equivocó al señalar que el mecanismo idóneo de 

protección en este caso es la acción popular, pues es evidente 

que el mecanismo idóneo y preferente en este caso es la 

acción de tutela, en tanto se trata de una solicitud que 

involucra los derechos de la comunidad indígena, de los 

niños y de los ancianos en tanto sujetos de especial 

protección, de modo que se conguran los presupuestos 

establecidos por la Corte Constitucional en el 

pronunciamiento aludido.

  

 

 

2.

 

La obligación del Estado Colombiano de garantizar a 

los ciudadanos el goce de sus derechos fundamentales. 

 

 

Los instrumentos jurídicos que componen el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos tienen como n 

último proteger la dignidad de la persona humana, 

garantizarle el goce efectivo de derechos que le son 

inherentes y permitirle realizarse en el

 

entorno

 

más amplio 

posible de libertad y bienestar. 
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Estas prerrogativas mínimas son la vida, el libre 

desarrollo de la personalidad, la libertad de locomoción, 

pensamiento, conciencia y expresión;

 

la seguridad personal, 

la tutela judicial efectiva, la nacionalidad, la seguridad social 

y el trabajo, entre otros. 

 

 

 

La efectividad de estas garantías depende 

fundamentalmente del Estado, por tanto, los Estados 

miembros del sistema en comento tienen la obligación

 

de 

respetarlas, promoverlas y adoptar todas las medidas 

necesarias y conducentes para su cumplimiento en el 

respectivo territorio, de conformidad con sus procedimientos 

constitucionales y legislativos.  Así lo establece el  artículo 2.° 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:  

 
1. Cada uno de los Estados

 

Partes en el presente Pacto se 
compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que 
se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los 
derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.

 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente 
Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no 
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro 
carácter.

 

 

Esta obligación la consagran también los artículos 1.° y 

2.° de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos,

 

así: 
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Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 

 

 

1.

 

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.

 

 

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser 
humano.

 

 

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho 
Interno

 

 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el 
artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen 
a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a 
las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o 
de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. 

 

  En armonía con los preceptos en comento, los artículos 

1.° y 2.°

 

de la Constitución Política de Colombia señalan que: 

 

 
Artículo 1.° Colombia es un Estado social de derecho, organizado 
en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía 
de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista,

 

fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general.

 
 

Artículo 2.° Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en 
la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo.

 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a 
todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar 
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el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares.

 

 

En este contexto normativo

 

y en el caso particular 

colombiano, las autoridades de la República tienen el deber 

jurídico de proteger la integridad de las personas residentes 

en el país y de garantizarles, en el nivel más elevado posible, 

el goce y ejercicio pleno de sus derechos fundamentales. 

 

 

Lo anterior implica que ante violaciones evidentes o 

transgresiones de prerrogativas superiores de las personas el 

Estado no puede permanecer pasivo ni adoptar una posición 

de simple observador o justicador de las situaciones 

agresoras, pues una conducta de tal naturaleza desconoce 

su posición de garante respecto de los habitantes del 

territorio nacional
 

y los compromisos que ha adquirido en el 

marco del derecho internacional.

 

 3.

 

La obligación de protección en el contexto específico 

de los pueblos indígenas. 

 

 

El preámbulo de la Declaración de las Naciones Unidas 

sobre los Pueblos Indígenas estableció que estos han sido 

históricamente objeto de injusticias; se les ha desposeído de 

sus territorios ancestrales y, en muchos casos, se les ha 

impedido ejercer sus derechos en el marco de las necesidades 

e intereses propios de su etnia. 

 

 

Al ser esto así, la obligación de protección que tienen los 

Estados, y a la cual se hizo alusión en el anterior acápite, 
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cobra relevancia especial en su caso, por tanto, es deber de 

las autoridades adelantar todas las medidas y acciones 

armativas encaminadas a preservar su existencia y a 

permitirles el goce continuo y efectivo de sus prerrogativas 

en el contexto propio de su cosmovisión, en especial cuando 

existan situaciones de riesgo que pongan en vilo sus 

derechos individuales o colectivos.

   

 

Al respecto, el artículo 7.° de la Declaración en comento 

prevé lo siguiente: 

 

 

1. Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la integridad 
física y mental, la libertad y la

 
seguridad de la persona.

 
 
 2. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo a vivir en 

libertad, paz y seguridad como pueblos distintos y no serán 
sometidos a ningún acto de genocidio ni a ningún otro acto de 
violencia, incluido el traslado forzado de

 
niños del grupo a otro 

grupo.

  

 

 Estos principios irradian también el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos. Así, por ejemplo, en 

el caso Xákmok Kásek vs. Paraguay, la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos señaló: 

 

 

En suma, en el presente caso las autoridades internas conocían 
de la existencia de una situación de riesgo real e inmediato para 
la vida de los miembros de la Comunidad. Consecuentemente, 
surgieron para

 

el Estado determinadas obligaciones de prevención 
que lo obligaban –conforme a la Convención Americana (artículo 4, 
en relación con el artículo 1.1) y a su propio derecho interno 
(Decreto No. 1830)-

 

a la adopción de las medidas necesarias que, 
juzgadas razonablemente, eran de esperarse para prevenir o 
evitar ese riesgo.
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Luego, valoró las medidas adoptadas por el Estado 

demandado para cumplir con su deber de garantía de los 

derechos de la comunidad Xákmok Kásek

 

al acceso y calidad 

del agua, alimentación, salud, educación y prevención de 

fallecimientos; y concluyó que: 

 

 

(…) el Estado violo ́ el derecho contemplado en el artículo 4.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio de las personas que se mencionan en el presente 
párrafo, por cuanto no adoptó las medidas positivas necesarias 
dentro del ámbito de sus atribuciones, que razonablemente eran 
de esperarse para prevenir o evitar el riesgo.

 

 

Asimismo, en el caso Coc Max y otros (masacre de 

Xamán) Vs. Guatemala, la Corte Interamericana  señaló lo 

siguiente:  

 
(…) el presente caso se enmarca en conflicto armado interno, en el 
que se produjeron atentados contra personas pertenecientes a 
población indígena. En ese sentido, si bien no hay elementos que 
acrediten la planificación de la masacre (supra párr. 85), esto

 

no 
puede llevar a la Corte a desconocer el vínculo entre los hechos 
sucedidos y la situación contextual general en la que tuvieron 
lugar. Sobre ello, ya se ha indicado que el pueblo maya fue el grupo 
étnico más afectado por las violaciones de derechos humanos 
cometidas durante el enfrentamiento armado, y que la violencia 
dirigida contra él se manifestó en distintos tipos de actos, inclusive 
masacres (supra párr. 29). 

 

 

Y concluyó que: 

 
 
 

(…) el Estado de Guatemala es responsable: a) por violacioń  del 
artículo 4.1 de la Convención, en relación con la obligación de 
respetar los derechos sin discriminación, establecida en su artículo 
1.1, en perjuicio de ocho personas que fueron muertas al momento 
de los hechos; b) por la violación del artículo 5.1 de la Convención, 
en relación con la obligación de respetar los derechos sin 
discriminación, establecida en su artículo 1.1, en perjuicio de 29 
personas que resultaron heridas a causa de lo sucedido el 5 de 
octubre de 1995, y c) por la violación del artículo 4.1 de la 
Convención, en relación con su artículo 19 y con la obligación de 
respetar los derechos sin discriminación, establecida en 1.1, en 
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perjuicio de la niña y los dos niños que murieron al momento de 
los hechos. Los nombres de las víctimas referidas se indican, 
respectivamente, en los Anexos B.2, B.3 y B.4 de la presente 
Sentencia, que integran la misma.1

 

 

 

Asimismo, en el contexto colombiano,

 

la jurisprudencia 

de la Corte Constitucional ha sido consistente con el Sistema 

Interamericano respecto a los deberes que tiene el Estado de 

protección de los pueblos indígenas. Este criterio se advierte 

en las sentencias CC T-129-2011, CC T-091-2013 y CC T-

530-16, entre otras. En la primera. Dicha Corporación

 

señaló: 
 

 

Es amplia y reiterada la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
que en distintos contextos ha protegido a las comunidades 
indígenas del país. El referido precedente se ha edificado en los 
principios fundamentales de la Carta Política contemplados en el 
artículo sétimo, referente a la protección de minorías raciales y 
culturales, el cual establece que

 

“el Estado reconoce y protege la 
diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”.[13]

 
  

De ese artículo se extraen elementos esenciales como el 
reconocimiento estatal y la protección a la diversidad étnica y 
racial. Así, la Carta Política, sobre la base de los principios de 
dignidad humana y pluralismo, reconoce un estatus especial de 
protección con derechos y prerrogativas específicas a las 
comunidades étnicas para que bajo sus usos y costumbres hagan 
parte de la Nación.

 
  

De otra parte, la diversidad cultural está relacionada con las 
representaciones de vida y concepciones del mundo que la 
mayoría de las veces no son sincrónicas con las costumbres 
dominantes o el arquetipo mayoritario en la organización política, 
social, económica, productiva o incluso de religión, raza, lengua, 
etc. Lo cual refuerza la necesidad de protección del Estado sobre 
la base de la protección a la multiculturalidad y a las minorías.

 
 

 

1

 

Corte IDH, caso Coc

 

Max (massacre de Xamán) vs. Guatemala. Sentencia 22 de 
agosto de 2018, pág.

 

37.
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Esta línea se mantuvo en la sentencia T-143-2010, en 

la que la Corte

 

Constitucional analizó el derecho fundamental 

al agua potable de las comunidades Achagua y Piapoco y 

señaló que:

  

 

 

Al haberles suspendido el suministro de agua, en ese corto 
período, sin que ellos tuvieran una posibilidad real de acceder a 
cantidades vitales por otra fuente potable, les violó sus derechos 
fundamentales al consumo de agua potable, y el de las 
Comunidades Indígenas en cuanto tales a la integridad cultural. 
En efecto, como ha venido señalándose en esta providencia, cada 
miembro

 

de los Pueblos Indígenas Achagua y Piapoco tiene el 
derecho fundamental a consumir agua potable, y los Pueblos por 
sí mismos tienen derecho a no desaparecer. Al ser esto así, la 
reivindicación judicial que elevan para que se les garanticen 
cantidades mínimas del líquido, indispensables para vivir con 
dignidad, resulta válida incluso contra las decisiones de la 
mayoría, y puede reconocerse por la vía judicial pues no existe la 
menor posibilidad de ignorarla o negarla de plano, sin socavar, 
por esa misma vía, los fundamentos de la democracia 
constitucional.[38]

 

  De hecho, una ciudadanía que no tiene acceso a cantidades 
básicas de agua potable no puede ejercer

 
libremente

 
actos tan 

elementales de la democracia como deliberar, decidir, criticar y 
elegir a sus gobernantes, y a sus políticas, porque su voluntad 
autónoma e independiente, podría ser constreñida y dominada 
por la necesidad de consumir agua potable, que es una actividad 
vital

 

para cualquier ser humano. Por lo mismo, si se admite que 
el derecho al consumo de cantidades mínimas de agua potable 
está sujeto a la regulación que haga de él el complejo institucional 
que conforma en definitiva el Estado de la democracia normal, se 
está poniendo en riesgo –en realidad-

 

el sustento material que le 
otorga valor al sistema de gobierno popular, representado por la 
democracia constitucional. El respeto y la protección del derecho 
a consumir cantidades mínimas, indispensables para vivir 
dignamente, de agua potable es, entonces, una forma de 
garantizar la democracia constitucional y de evitar que se 
destruyan sus fundamentos. Por esa razón, las instituciones 
estatales deben procurarles a los habitantes del territorio 
nacional una forma de acceder a cantidades básicas del precioso 
líquido.
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Por último, en sentencia CC T-302-2017 se analizó la 

especial protección que debe otorgarse a los niños y niñas del 

pueblo Wayuú y se concluyó lo siguiente:

  

 

6.1.1. Los niños y niñas del pueblo Wayúu merecen una 
protección reforzada por parte de las autoridades públicas por al 
menos los siguientes motivos. En primer lugar, porque según el 
artículo 44 de la Constitución,

 

“[…] el Estado [tiene] la obligación 
de

 

asistir

 

y proteger al niño para garantizar su desarrollo 
armoń ico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos […] [l]os 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 
demaś”.

 
  

6.1.2. Sobre el principio de desarrollo armónico e integral, la Corte 
ha establecido que la protección integral y el interés superior de 
las personas menores de edad, son consecuencias jurídicas de 
su calidad como sujetos de especial protección constitucional. En 
palabras de la Corte, tal reconocimiento

 
“[…] significa que la 

satisfacción de sus derechos e intereses, debe constituir el 
objetivo primario de toda actuación (oficial o privada) que les 
concierna”.[154] La jurisprudencia de la Corte ha sostenido que el 
desarrollo armónico e integral consiste en el reconocimiento de 
una

 
“caracterizacioń  jurídica específica”

 
para el niño, basada en 

la naturaleza prevalente de sus intereses y derechos, que impone 
a la familia, la sociedad y el Estado la obligación de darle un trato 
acorde a esa importancia

 

“que lo proteja de manera especial, que 
lo guarde de abusos y arbitrariedades y que garantice el 
desarrollo normal y sano del menor desde los puntos de vista 
físico, psicológico,

 

intelectual y moral y la correcta evolución de 
su personalidad”.[155]

 

Tanto la prevalencia de los derechos de los 
niños y niñas como su desarrollo armónico e integral

 

“propenden 
por el cumplimiento de los fines esenciales del Estado, en 
consideración al grado de vulnerabilidad del menor y a las 
condiciones especiales requeridas para su crecimiento y 
formación, y tiene el propósito de garantizar el desarrollo de su 
personalidad al max́imo grado”.[156]

 
  

6.1.3. Con base en el mandato constitucional de garantizar el 
desarrollo armónico e integral de los niños y

 

niñas, debe 
considerarse que los derechos fundamentales al agua, a la salud 
y a la alimentación –para este caso-, se interrelacionan 
inescindiblemente, puesto que es a través del ejercicio y goce 
efectivo de los derechos fundamentales que se logra alcanzar el 
crecimiento más óptimo de las personas menores de edad. Por 
esto, las problemáticas que se presentan en este asunto, 
evidencian que el desarrollo armónico e integral de los niños y 
niñas wayúu se encuentra en amenaza permanente al no tener 
acceso a los derechos más esenciales para su vida diaria.
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6.1.4. Este principio de desarrollo integral se ve reforzado por la 
prevalencia de los derechos de los niños y niñas, el cual también 
tiene importantes efectos jurídicos en este caso. Por un lado, hace 
que varios contenidos prestacionales de los derechos sean de 
aplicación inmediata, por expreso mandato 
constitucional.[157]

 

Entre ellos se encuentra el derecho

 

a 
una

 

“alimentacioń equilibrada”, que como se explicara ́ a 
continuación, comprende obligaciones de abstención, 
prestaciones específicas y garantías de soberanía alimentaria 
para las comunidades a las que los niños y niñas pertenecen. 
Este derecho ha sido catalogado por la misma jurisprudencia, 
como uno de aquellos derechos que provienen de la condición 
humana del infante.[158]

 

Por otra parte, sirve como criterio 
interpretativo para orientar las acciones de las autoridades, de 
manera que las distintas decisiones de política pública deben 
guiarse por el desarrollo armónico e integral del menor de 
edad.[159]

 
  

6.1.5. La prevalencia de los derechos de los niños y la obligación 
de garantizar su desarrollo armónico e integral, se explican en 
este caso, por la importancia de las intervenciones sociales del 
Estado a favor de la primera infancia. Investigaciones 
económicas han demostrado que el desempeño cognitivo, 
psicosocial, nutricional y de salud de los niños tiene una fuerte 
relación con su desarrollo en etapas posteriores de la vida en 
aspectos como escolaridad e

 
ingresos.[160]

 
Además, las políticas 

de primera infancia son las políticas que generan mayor retorno 
de la inversión pública en capital humano.[161]

 
  

6.1.6. Las políticas de primera infancia, y las demás políticas que 
resultan directa o indirectamente en la generación de valor 
público a favor de los niños

 

y las niñas, tienen entonces una 
relevancia constitucional indudable. El logro de sus objetivos 
representa no solo un resultado favorable para las políticas del 
Gobierno, sino el cumplimiento de la obligación constitucional de 
asegurar a los colombianos del mañana el esquema más amplio 
posible de libertades, capacidades y oportunidades. Por ese 
motivo deben ser garantizados al mayor nivel posible los 
derechos de los niños, y los desconocimientos de sus derechos 
fundamentales deben ser prevenidos y estrictamente controlados 
por la Corte Constitucional, pues, como ya lo ha dicho este 
Tribunal,

 

“[d]el niño que hoy es desprovisto de sus derechos 
fundamentales no cabe esperar el ser integral y libre del 
mañana”.[162]

 
  

6.1.7. En segundo lugar, porque hacen parte del pueblo Wayúu, 
una etnia indígena que por razón del artículo 7º de la Constitución 
debe ser protegida especialmente contra todas las formas de 
discriminación y contra las amenazas contra su supervivencia 
colectiva. El derecho a la diversidad étnica y cultural no implica 
únicamente un respeto a las costumbres o las tradiciones de los 
pueblos indígenas ni se agota en las garantías procedimentales 
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para el desarrollo de trámites de consulta previa. Implica, en su 
acepción más completa, un derecho a la autodeterminación de los 
pueblos indígenas,[163]

 

lo cual incluye garantías de 
autogobierno,[164]

 

de libre determinación,[165]

 

y en relación con 
este proceso, de perseguir libremente su desarrollo económico y 
social y de conservar sus instituciones económicas.[166]

 

 

 

4.

 

Caso concreto. 

 

 

Según se explicó, el personero del municipio de 

Murindó (Antioquia) interpuso la acción de amparo 

constitucional para lograr la protección de los derechos 

fundamentales de las personas que conforman los 

resguardos indígenas Río Murindó y Río Chageradó, pues 

estima que las autoridades accionadas han infringido su 

deber especial de protegerlas y tal circunstancia ha 

transgredido las garantías en referencia. 
 

 Al respecto, la Sala advierte que en el expediente obran 

las siguientes pruebas: 

 

 
-

 

Alerta temprana 064-2018, enviada por el Defensor del 

Pueblo al Ministerio del Interior, en la que informa sobre 

la grave situación de riesgo humanitario que afrontan 

las comunidades indígenas de Murindó por la «fuerte 

presencia y disputa por el territorio de grupos armados 

al margen de la ley»; Anexo-prueba 6

 

(f.° 64 a 71).

 

 

-

 

Información sobre el contexto de los resguardos y 

recomendaciones que el personero de Murindó envió a 

las entidades hoy accionadas,

 

el

 

24 de marzo de 2020; 

Anexo-prueba 7

 

(f.°

 

72 a 82).
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-

 

Información sobre el contexto de los resguardos y 

recomendaciones que el personero de Murindó envió a 

las entidades hoy accionadas,

 

el 26 de mayo de 2020; 

Anexo-prueba 8

 

(f.°83 a 90).

  

 

-

 

Alerta temprana 014-2020, que remitió el Defensor del 

Pueblo al Ministerio del Interior

 

y en la

 

que le informa 

sobre el «elevado riesgo que afrontan las once 

comunidades indígenas de los Resguardos Río Murindó 

y Río Chageradó», con ocasión de la confrontación de 

grupos al margen de la ley en sus territorios; Anexo-

prueba 5 (f.°52 a 63).
 

 

- Comunicado de 14 de septiembre de 2020, por medio 

del cual el
 

delegado para la prevención del riesgo de 

violaciones de la Defensoría del Pueblo le informa al 

Ministro del Interior sobre la «consumación del riesgo AT 

014-2020» y le indica que «persiste la situación de 

emergencia en comunidades indígenas de Murindó-

Antioquia»; Anexo-prueba 10

 

(f.° 98 a 99).

 

 

-

 

Información sobre el contexto de los resguardos y 

recomendaciones que el personero de Murindó envió a 

las entidades hoy accionadas,

 

el 22 de septiembre de 

2020; Anexo-prueba 9

 

(f.°

 

91 a 97).

 

 

-

 

Respuesta de la secretaria de Desarrollo Rural de la 

Gobernación de Antioquia a las recomendaciones 

enviadas por el personero, en la que lo «felicita» por su 

labor y le sugiere que establezca contacto con la Umata 
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para llevar a cabo sus proyectos; Anexo-prueba 12

(f.°104 a 105). 

 

 

-

 

Nota manuscrita que recibieron presuntamente los 

habitantes de los resguardos Río Murindó y Río 

Chageradó, en la que se lee lo siguiente; Anexo-prueba 

13 (f.°106 a 109). 

 

 

Aminar asta lo redore de la casa busimos a mina y no 
pueden coger ni agua ustedes beran si ce dejan morir de 
ambre. Tienen libre el día de hoy y el de maña para que se 
desplacen que mande razón a todas las comunidades y sino 
acen caso el que caiga en la mina no respondemos ni por los 
caminos y ni por el rio. No pueden caminar porque todo ba 
queda minao. Atenta mente Cesar. 

 

 

- Audio con amenazas que los habitantes de los 

resguardos en comento recibieron presuntamente el 2 

de febrero de 2021,
 

cuyo contenido es el siguiente (f.° 

156):

 

 Muy buenas tardes

 

amigos y amigas ehhh les habla Andrés, 
del Ejército de Liberación Nacional -ELN-

 

para anunciarles 
que a partir de hoy 2 de febrero a las doce del día queda 
totalmente prohibido movilizarsen (sic) por caminos hacia los 
resguardos de Murindó, hacia el resguardo de Chageradó. 
Totalmente queda prohibido. Todos los caminos hacia las 
plataneras, hacia los lados, el camino real está

 

totalmente 
minado, debido al operativo paramilitar que viene de dentro 
del resguardo, debido a la complicidad que hay entre el 
estado, las fuerzas militares y este grupo al margen de la 
ley que anda en este territorio, mal llamado paramilitar, 
como los que son del clan del golfo, que están delinquiendo 
en esta región.

 
 

Entonces, debido a esto, nos vinimos obligados a tomar, a 
tener que minar todos los caminos y partes porque igual, 
ellos siguen diciendo que van a arremeter a todo el 
resguardo, a todas las comunidades ehhh por donde 
puedan, que tengan heridos, que obliguen a sacar heridos, 
que el campesino sea el que les vende la comida. 
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Entonces nos vimos obligados a tener que minar todos los 
caminos, entonces les recuerdo a partir de hoy, 2 de febrero 
de 2021 a las 12 del día, queda totalmente prohibido, nadies 
(sic) más debe movilizarse ni para adentro ni para afuera.

  
  

-

 

Videos que evidencian el desplazamiento

 

de los 

miembros de la comunidad indígena con sus enseres, 

presuntamente en virtud de las amenazas (f.° 157 a 158). 

 

 

-

 

Informe sobre el contexto de orden público de Murindó 

y recomendaciones que el personero municipal remitió 

a las entidades hoy accionadas el 6 de febrero de 2021; 

Anexo-prueba 14
 

(f.°110 a 118).
 

 

- Acta de Comité Territorial de Justicia Transicional 

suscrita el 7 de febrero de 2021 por el  Alcalde (E) de 

Murindó, en la que participaron delegados de la Ocina 

del Alto Comisionado para la Paz, la Gobernación de 

Antioquia, la Unidad Administrativa Especial de 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el 

Ejército Nacional. 

 

 
Allí se discutió la situación

 

«de los resguardos 

indígenas»

  

y se pactaron los siguientes compromisos: 

«Realizar misión humanitaria a comunidad con mayor 

afectación y entregar informe o ficha de la misión 

humanitaria a realizar, realizar censo comunidades 

indígenas, enviar oficio de Alcaldía

 

y Gobernación 

solicitando AHÍ y solicitar Consejo de Seguridad 

Departamental»; Anexo-prueba 4

 

(f.° 46 a 51).
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-

 

Solicitud de ayuda humanitaria que el personero de 

Murindó

 

remitió al alcalde encargado del municipio el 

18 de febrero de 2021,

 

en los siguientes términos:

 

 

Desde el pasado martes 09 de febrero varias familias de las 
comunidades indígenas del municipio rendieron (sic) sus 
respectivas declaraciones por el hecho victimizante de 
desplazamiento forzado ante esta agencia del Ministerio 
Público, para un total de 42 familias, por los recientes 
hechos ocurridos en las comunidades indígenas de los 
resguardos Río Murindó y Río Chageradó, como 
consecuencia de las amenazas y la instalación MAP en sus 
territorios por parte del GAO del ELN, lo que ha generado 
desplazamientos masivos de familias quienes se 
encuentran en situaciones de precariedad a la fecha han 
rendido declaración 42 familias integradas por 199 
personas, por lo que se hace necesaria su atención urgente 
y en caso de no contar con los recursos suficientes acudir

 

al 
mecanismo de subsidiariedad. 

 
 

El Decreto 1084 de 2015, dispone en su artículo 2.2.6.4.1. 
que corresponde al ente territorial realizar la entrega de los 
componentes de ayuda humanitaria a las víctimas de 
desplazamiento forzado, componentes que están integrados 
por la alimentación, aseo personal, manejo de 
abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y 
psicológica de emergencia, transporte de emergencia y 
alojamiento transitorio. 

 

 

-

 

Listado de familias desplazadas de los resguardos Río 

Murindó y Río Chageradó (f.° 250 a 258). 

 

 

-

 

Solicitud de 28 de febrero de 2021, en la que el Cabildo 

Mayor Indígena de los resguardos en comento solicita 

protección a las autoridades territoriales, así: Anexo 9-

escrito impugnación (f.° 732).

  

Exigimos ante las autoridades garantes de los derechos 
humanos protección para los pobladores indígenas del 
Resguardo Río Murindó y Río Chageradó expuestos al 
conflicto armado que se mantiene en nuestros territorios el 
cual día a día pone en peligro a los nativos que expuestos al 
hambre y la muerte. Caso puntual como el ocurrido hoy a las 
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7:00 am a 150 metros de la comunidad de isla con el 
adolescente P.D.M. de 13 años de edad, quien se dirigía con 
dos compañeros más a buscar pan coger cuando cayó en un 
campo minado y perdió su pierna derecha, pedimos 
acompañamiento del ICBF a las familias y al niño para este 
trágico dolor en nuestros pueblos, a la personería municipal 
que se apersone del caso y haga lo correspondiente para 
salvaguardar la vida de los pobladores que se arriesgan 
para salvar la vida entre el hambre y la muerte. 

 

 

-

 

Informe de 28 de febrero de 2021, en el que el personero 

de Murindó

 

avisa

 

a las autoridades hoy accionadas 

sobre la ocurrencia de un accidente con mina 

antipersona que afectó la integridad física de un 

adolescente del resguardo; Anexo-prueba 17

 
(f.°134 a 

136).
 

  

 

Conforme lo anterior, al analizar los elementos de 

convicción en referencia,
 

para la Sala es claro que la 

situación de orden público que existe en la actualidad en el 

municipio de Murindó (Antioquia)

 

afecta claramente los 

derechos mínimos fundamentales de los habitantes de los 

resguardos indígenas Río Murindó y Río Chageradó, entre 

los cuales hay ancianos, adultos, adolescentes

 

y niños.

  

 

Ahora, los medios de prueba en comento dan cuenta 

que se trata de una situación de emergencia humanitaria 

que data de hace más de dos años; no obstante, desde el 

mes de febrero de 2021 la situación de violencia se ha 

recrudecido y el impacto negativo que este fenómeno ha 

tenido en las garantías superiores de estos pueblos es 

lamentable y ciertamente incompatible con las condiciones 
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mínimas de dignidad que deben garantizarse a toda vida 

humana. 

 

En efecto, nótese que los miembros de los resguardos 

han recibido amenazas contra su vida e integridad y que 

aquellas

 

ya se han materializado en casos como el del 

adolescente P.D.M., quien perdió su pierna con ocasión de 

una mina antipersonal; además, el miedo constante a 

dichas actuaciones ha provocado que estas personas se

 

connen, se

 

desplacen de sus territorios ancestrales

 

y 

queden en total imposibilidad de
 
ejercer las labores de 

recolección para
 

obtener de la naturaleza los alimentos
 

que 

requieren para subsistir. 

 
Por otra parte, las pruebas que se aportaron a este 

trámite preferente evidencian que desde el año 2018 la 

Defensoría del Pueblo ha emitido dos alertas tempranas 

sobre esta situación inconstitucional que se vive en Murindó 

y que el personero municipal también ha solicitado ayuda 

humanitaria en diversas oportunidades. 

 

 

No obstante ello, no está acreditado

 

que las autoridades 

hoy convocadas hayan gestionado un plan conjunto, 

articulado e idóneo para restablecer las mínimas 

condiciones de vida digna en este territorio, pues se 

probaron únicamente medidas aisladas, como la entrega de

 

algunos insumos por parte de la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas, pero no se ha solicitado siquiera a la Unidad 

Nacional de Protección la implementación de medidas de 
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protección colectiva a favor de estos territorios, en el marco 

del Decreto 2078 de 2017.

 

 

De igual forma, si bien se demostró la celebración de 

 

algunas reuniones y las llamadas «mesas de trabajo», no se 

advierte que estos comités hayan trascendido del terreno 

teórico a la realización de las medidas efectivas, claras y 

contundentes que se requieren para garantizar a los hoy 

accionantes el goce efectivo de sus

 

prerrogativas 

fundamentales. 

 

 

En este contexto, la Sala,
 

como juez de tutela,
 

revocará 

la decisión impugnada y concederá la protección de los 

derechos fundamentales que el personero de Murindó 

invoca en nombre de los pueblos indígenas que habitan ese 

territorio. 

 

 Asimismo, como medida urgente y de corto plazo para 

restablecer en la mayor medida posible los derechos 

vulnerados, se ordenará a la Unidad Nacional de Protección 

que en un término no superior a diez (10) días calendario 

articule y aplique con el Coordinador de Derechos Humanos 

del Ministerio del Interior las medidas de protección 

colectiva que requieren los habitantes de los resguardos 

indígenas Río Murindó y Río Chageradó, de conformidad 

con lo establecido en el Decreto 2078 de 2017. 

 

 

Por otra parte, se ordenará al Presidente de la República 

que convoque a las autoridades

 

tradicionales

 

de la 

comunidad indígena que habita los resguardos en 
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referencia y

 

que, en un término no superior a dos (2) meses, 

elabore con ellas, con la Ocina del Alto Comisionado para 

la Paz,

 

con el Ministerio del Interior y con las demás 

entidades que estime pertinentes, un plan articulado y 

conjunto que garantice a aquellas personas la movilidad en 

su territorio y el goce cierto y efectivo de sus derechos 

constitucionales fundamentales, de manera permanente.   

 

 

Vencido el término perentorio en comento, el presidente 

deberá presentar el plan en referencia a la Sala Laboral del 

Tribunal Superior de Antioquia, que, en su condición de 

juez constitucional de primer grado, es la competente para 

velar por el cumplimiento de las órdenes que se impartan 

en esta sentencia. 

 
Por último, se compulsarán copias de la presente 

actuación a la Fiscalía General

 

de la Nación, para que en el 

marco de su competencia inicie investigación por los hechos 

que se analizaron en esta providencia

 

y, de estimarlo 

pertinente, conforme un grupo especializado e idóneo de 

scales para tal efecto.

 

 

V.

 

DECISIóN

 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley,
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RESUELVE

  

  

PRIMERO: Revocar el fallo impugnado y, en su lugar, 

conceder la tutela de los derechos fundamentales invocados 

por el personero municipal de Murindó (Antioquia), en 

calidad de agente ocioso de los pueblos indígenas Emberá 

Eyábida de los Resguardos Río Murindó y Río Chageradó.

  

  

SEGUNDO:

  

Ordenar

 

a la Unidad Nacional de Protección 

que en un término no superior a diez (10) días calendario 

articule y aplique con el Coordinador de Derechos Humanos 

del Ministerio del Interior las medidas de protección colectiva 

que requieren los habitantes de dichos resguardos, de 

conformidad con lo establecido en el Decreto 2078 de 2017.  

 
TERCERO: Ordenar al Presidente de la República que 

convoque a las autoridades

 
tradicionales

 
de la comunidad 

indígena que habita los resguardos en referencia y que, en 

un término no superior a dos (2) meses, elabore con ellas, 

con la Ocina del Alto Comisionado para la Paz, con el 

Ministerio del Interior y con las demás entidades que estime 

pertinentes, un plan articulado y conjunto que garantice a 

aquellas personas la movilidad en su

 

territorio y el goce cierto 

y efectivo de sus derechos constitucionales fundamentales, 

de manera permanente y en el marco de su especial 

cosmovisión.

 

 

Vencido el término perentorio en comento, el Presidente 

de la República deberá presentar el plan en referencia a la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Antioquia, que, en su 
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condición de juez constitucional de primer grado, es la 

competente para velar por el cumplimiento de las órdenes 

que se impartan en esta sentencia.

 

 

CUARTO: Compulsar copias de la presente actuación a 

la Fiscalía General de la Nación, para que en el marco de su 

competencia inicie investigación por los hechos que se 

analizaron en esta providencia

 

y, de estimarlo pertinente, 

conforme un grupo especializado e idóneo de scales para tal 

efecto.

 

 

  
QUINTO:

 
Notificar

 
a las partes e intervinientes en 

este trámite mediante telegrama u otro medio expedito, 

según lo prevé el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991.  

  
SEXTO:

 
Remitir

 
el expediente a la Corte 

Constitucional para

 

la

 

eventual revisión del fallo 

pronunciado.

   

 

 

 

   

Notifíquese, publíquese y cúmplase

 

 

 

 

Presidente de la Sala
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DOLOR DE PATRIA



Su esposo iba adelante. Voltéo al oír gritos que se dis�nguían apenas del estruendo de una 
detonación. Advir�ó que había acabado de pasar de largo por una mina an�persona, tan pronto se 
devolvió apurado con el propósito de asis�r a su gente. Encontró a Remilda en el piso, 
retorciéndose de dolor. Su esposa había ac�vado uno de los artefactos explosivos instalados en la 
zona por el ELN desde inicios de febrero de este año, bajo la excusa de una campaña de guerra 
emprendida para frenar el avance de paramilitares apuntalados en el ejército nacional.

Venían de Chazodó, que es caserío ubicado en el resguardo indígena de Amparradó Alto. Iban para 
Bachidubi. El esposo de Remilda procede de allá. Los acompañaba una familia joven, compuesta 
por cuatro miembros. Todos andaban de paseo. Decidieron regresar tras dos días de visita. 
Distaban cuatro horas de su des�no.

Esta infamia tuvo lugar a las 8:30AM. Remilda expiró en los brazos de su esposo diez minutos 
después. Hacia el mediodía el hombre del matrimonio amigo trajo consigo apoyo de Chazodó. Él y 
los colaboradores improvisados abrigaban la esperanza de transportarla viva. Sobrellevaron su 
frustación como pudieron mientras la llevaban hasta Bachidubi en andas, en una manta colorida.

Los familiares que la sobreviven arrimaron a la cabecera urbana de Murindó la semana del 5 de 
julio. Se acercaron para rendir declaración de lo sucedido en las oficinas estatales competentes. De 
la veracidad de sus versiones dependerá que sean considerados como víc�mas de conflicto armado 
interno y se les repare integralmente.

Remilda perdió en el instante una pierna. La otra quedó hecha jirones. Sangraba profusamente de 
su cintura para abajo. Cargaba a un bebé en sus brazos y un cesto a sus espaldas, en el que 
acarreaba plátanos. Su hijo no sufrió daño �sico. Si bien padecerá psicológicamente por su 
ausencia y la brutalidad de su fallecimiento.
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Diego y Yasnirys volvieron a Turriquitadó Alto sin que la fuerza pública hubiera despejado la zona de 
los artefactos explosivos que los guerrilleros instalaron tan pronto los expulsaron. No temieron 
regresar. Otros habían hecho lo mismo desde comienzos de junio. 

Diego empezó a abrir monte antes de alistarse. Se hizo en ese �empo a la vaca con la que cuentan y 
que parió recientemente. Expandió su finca desde su regreso.

Soportaron poco el hacinamiento y el hambre que sobrevinieron después de ser desplazados de 
Turriquitadó Alto, a inicios de marzo por parte del ELN. Fueron acogidos en Turriquitadó Llano, de 
donde par�eron un mes después hacia Mutatá. Un pariente les abrió espacio y les proporcionó 
medios, mientras los militares asignados desminaban las comunidades de Isla, Coredó, Chimiadó y 
Bachidubi, en la cuenca alta del río Murindó y pasaban luego a desminar Turriquitadó Alto, en la 
cuenca alta del río Chageradó.

Su casa en Turriquitadó Alto fue construida en parte considerable gracias a la ayuda de familiares. 
Diego salió a buscar la madera que el terminado del techo precisaba. Perdió su pierna izquierda en 
su procura. 

Diego pretendió hacer carrera en el ejército nacional. Le faltaron 600 mil pesos para el curso de 
lancero en Tolemaida. Volvió a Turriquitadó Alto tras su intento. Él y Yasnirys se conocieron en 
Carepa. Llevan cinco años juntos.

Él y Yasnirys están hoy en Medellín. No hubo helicóptero que los pudiera recoger en la comunidad. 
Turriquitadó Alto dista 13 horas del casco urbano de Murindó. El ejército nacional necesitaba que la 
zona estuviera despejada de minas an�persona para aterrizar. Están tensos porque su vaca acabó 
de dar a luz y sus marranas están preñadas, y una y otras se encuentran a la deriva, al igual que su 
casa, sus cul�vos y sus gallinas. 

Son jóvenes y se aman. Yasnirys quisiera culminar su bachillerato. Sueña a lo sumo con dos hijos. 
Cuidar a su marido absorberá mucho de su �empo. Sabe que no podrá terminar sus estudios.
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